Radicación: 2019-00146-00

Accionante: Johan Stiven García Puerta 

Accionado: Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira 

Decisión: Niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE COPIA DEL MATERIAL PROBATORIO Y TODA LA ACTUACIÓN SURTIDA EN EL PROCESO PENAL / ES VÁLIDA Y ADMISIBLE LA ENTREGA EN MEDIO MAGNÉTICO / TEMERIDAD / EXISTÍA PRONUNCIAMIENTO ANTERIOR SOBRE OTRA DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA DE TUTELA.
… con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una actitud caprichosa, presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acciones constitucionales en con identidad de partes, de pretensiones y de hechos…
… es claro que estamos en presencia del mismo debate que se había surtido ante otro Despacho judicial, en lo concerniente a la pretensión consignada en el # segundo del libelo petitorio, razón suficiente para que la Sala no se ocupe de realizar ningún tipo de estudio con respecto a tal solicitud, dado que no se avizora ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto, lo que nos lleva a concluir que sí ha operado el fenómeno de la temeridad, lo que por obvias razones, acorde con lo consignado en el artículo 38 arriba citado, conlleva a que se niegue el amparo deprecado por el accionante en tal sentido. 

Por otro lado, en lo concerniente a la pretensión # 1 del accionante, enfocada a que la Fiscalía demandada le haga entrega de todo el material probatorio con el que cuenta, esta Colegiatura considera que tampoco es necesario ahondar mucho en ese tema, pues resultan válidos los argumentos que dan cuenta que por la voluminosidad del expediente de marras, sería desproporcionado poner a disposición del señor Johan Stiven dicha información en medio físico, máxime cuando no está dispuesto a sufragar el costo de las copias, y cuando de todos modos el mismo contenido fue puesto a disposición de su abogado defensor, y también a Él en calidad de Procesado por medio magnético.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, treinta y uno (31) de octubre de dos mil diecinueve (2019)  
Hora: 3:40 p.m. 
Aprobado por Acta No. 998 
	Radicación:
	66001-22-04-000-2019-00146-00

	Accionante:   
	Johan Stiven García Puerta 

	Accionado:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira y otros 

	Decisión: 
	Niega  


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA, en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, y otros, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, y otros.
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que se encuentra vinculado a un proceso penal que adelanta la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, el cual se encuentra ad portas de iniciar la etapa preparatoria con la audiencia prevista para el día 12 de noviembre hogaño.  
Expuso que en el desarrollo de la actuación penal, ha sufrido muchas dificultades en relación con el acceso al material probatorio recaudado por la Fiscalía, puesto que le ha pedido a dicha Oficina mediante derecho de petición la entrega completa y en físico de dichos elementos, sin que para ello se le exija incurrir en ningún tipo de gasto; sin embargo, el Ente acusador le dio respuesta el 30 de agosto de 2019, indicándole que todo el material fue entregado a su abogado defensor, y que debido a la campaña “cero papel” no le pueden hacer entrega de las copias físicas que reclama. 
Igualmente, contó que elevó una queja formal a la Defensoría del Pueblo en contra de su abogado, porque considera que ha carecido de una defensa técnica, dado que el proceso no avanza ni tampoco se ven las gestiones adecuadas en el desarrollo de su proceso, pues el Doctor Hernando Torres Pérez se ha limitado a visitarlo en la cárcel y a hacerle entrega de un CD con información incompleta de las pruebas con que cuenta la Fiscalía. 
Ahora, como quiera que el Defensor le entregó parte de la información en un medio magnético, el accionante le pidió al Director de la Cárcel “La 40” que se le concediera la posibilidad de acceder a los computadores del área educativa de ese establecimiento, pero el acceso es limitado porque los mismos son utilizados para dictar clases, por lo que no puede contar con ellos todo el tiempo.
Por otro lado, al poner esta situación en conocimiento del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, ante el cual se adelanta el proceso, ese Despacho le ha indicado que la competencia para efectuar un descubrimiento probatorio completo es de la Fiscalía.  
En relación con el rol de la Procuraduría en su proceso, sostuvo el accionante que dicha Agencia del Ministerio Público no ha cumplido con el deber que le impone la ley de velar por el respeto de las garantías de las partes, sino que se ha limitado a manifestar que la gratuidad en el servicio prestado por la Defensoría del Pueblo es únicamente para el acceso a la justicia, mientras que los demás gastos deben ser sufragados por el interesado. 
Finalmente, dejó de presente que todo su núcleo familiar está privado de la libertad, de manera que están en un grado de marginalidad y pobreza que le impiden sufragar el costo de las copias reclamadas. 
 PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados anteriormente, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, igualdad, acceso a la administración de justicia y otros, y en virtud de ello, se le ordene a la Fiscalía accionada la entrega de todo el material probatorio ya descubierto, sin que para ello se le exija sufragar los gastos de las copias; de igual manera, se le ordene a la Cárcel La 40 que le permita el acceso a las instalaciones de sistemas por lo menos 2 horas diarias, con el fin de poder visualizar el contenido digital del material probatorio; además, se le ordene a la Defensoría que le brinde garantías para una defensa técnica; por último, que se le ordene a la Procuraduría que sea garante de sus derechos como sujeto procesal.    
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho admitió la acción mediante auto del 17 de octubre hogaño, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira y la Procuraduría Judicial 290 de Pereira. De igual manera, se vinculó oficiosamente al Doctor Hernando Torres Pérez, quien funge como Defensor del accionante en el proceso penal en el que se suscitó la controversia.
Más adelante, mediante auto del 30 de octubre, se ofició a los Juzgados Tercero Penal del Circuito de Pereira y Sexto Administrativo del Circuito de Pereira, para que allegaran al Despacho las acciones de tutela conocidas en esas instancias, para poder determinar si en efecto estábamos en presencia de una actuación temeraria por parte del libelista. 
En ese mismo proveído se requirió a la Fiscalía accionada para que allegara una copia del CD que se le entregó al accionante para determinar, según su peso, el tiempo que requeriría una persona para analizar su contenido, para lo cual se pidió la colaboración del Técnico en Sistemas del Tribunal Superior del Distrito Judicial.  
INTERVENCIONES: 
Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes: 
EL JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: dijo que en ese Despacho se adelanta el proceso penal de radicado 660016000036201702826, en contra del accionante y otros, por los delitos de concierto para delinquir, estafa agravada en modalidad de delito masa, captación masiva y habitual de dineros, administración desleal, entre otros, en el que se le han garantizado a todas las partes el debido proceso y la defensa, por lo que pidió que se desestimaran las pretensiones de la presente acción. 

Allegó copia de las actas de audiencia y un DVD donde pueden ser apreciadas dichas vistas públicas.  
LA FISCALÍA CATORCE SECCIONAL: afirmó que ya ha dado respuesta a los distintos derechos de petición presentados por el accionante, en los cuales se le ha indicado de manera clara que el descubrimiento del material probatorio ya se realizó tanto a la Defensa como al Ministerio Público, sugiriéndole en consecuencia que la información sea socializada con su abogado. 
Por otro lado, expuso con respecto a la gratuidad en el acceso a la administración de justicia, que ha sido el Estado quien ha asumido el costo de su defensa técnica, la cual ha estado atenta a su deber. 
Finalmente indicó que esa Fiscalía hizo entrega al accionante de un CD contentivo de toda la información requerida, sin que sea racionalmente posible entregarle las copias en físico de un expediente tan voluminoso. 
EL DIRECTOR DE LA CÁRCEL DE VARONES DE PEREIRA: indicó que la presente acción es temeraria, toda vez que los argumentos y pretensiones son en términos similares a los de dos acciones de tutela conocidas por los Juzgados Tercero Penal del Circuito de Pereira y Sexto Administrativo del Circuito de Pereira, habiendo promovido 2 incidentes de desacato imprósperos ante este último. 
Por otra parte, dijo que los equipos de cómputo con los que cuenta ese establecimiento son de manera exclusiva para las jornadas de enseñanza del personal privado de la libertad, enfatizando que los hasta ahora existentes no dan a basto para dichas labores educativas.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si como afirma el accionante, sus derechos como Procesado han sido desconocidos en el devenir de la actuación penal que se sigue en su contra, en especial en lo concerniente a su derecho a la defensa técnica y material. 

De igual manera, en criterio de la Corporación, en este asunto surge un problema jurídico coyuntural que se debe resolver de manera previa, y es el consistente en establecer si en el caso bajo estudio se ha presentado el fenómeno de la temeridad al momento de impetrar la acción.   
· Solución: 

Si bien es cierto, conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de las autoridades públicas, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley; para poder acceder a ella se deben cumplir una serie de requisitos de procedibilidad que necesariamente deben ser verificados por el Juez de tutela antes de entrar a efectuar pronunciamientos de fondo respecto del asunto puesto en su conocimiento. 

Adicional a lo anterior, y con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una actitud caprichosa, presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acciones constitucionales en con identidad de partes, de pretensiones y de hechos: “Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“La temeridad es entendida como un fenómeno jurídico que tiene lugar cuando “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela es presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales”. Su configuración se traduce en el rechazo y en la resolución desfavorable de todas las solicitudes, sin perjuicio de las sanciones que establece la ley.

Esta corporación se ha pronunciado, reiteradamente, sobre las actuaciones temerarias en ejercicio de la acción de tutela y al respecto ha señalado los supuestos que deben verificarse para su tipificación.

Al efecto, tienen que concurrir tres elementos: (i) una identidad en el objeto, es decir, que “las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental”[1]; (ii) una identidad de causa petendi, que hace referencia a “que el ejercicio de las acciones se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa”[2]; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las acciones de tutela se hayan dirigido contra el mismo demandado y, de igual manera, se hayan interpuesto por el mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o persona jurídica, de manera directa o por medio de apoderado.[3]

En caso de que el juez, en el análisis de la existencia de la temeridad, observe la concurrencia de los tres elementos señalados, tendrá la obligación de descartar, además, que dentro de la segunda acción de tutela no concurra una razón válida que justifique su interposición para que sea posible el rechazo de ésta, o la denegación de la solicitud que ella contenga.”

En ese orden de ideas, de conformidad con lo advertido por parte del Director de la Cárcel de Varones de la ciudad en la respuesta que le diera a esta acción, la Sala precedió a comparar las acciones tramitadas por parte del señor Johan Stiven García Puerta ante los Juzgados Sexto Administrativo del Circuito de Pereira y Tercero Penal del Circuito de Pereira, frente a la que en esta oportunidad concita la atención de la Colegiatura, para poder determinar si estábamos o no en presencia de una actuación temeraria, como lo sugirió dicho Funcionario. De allí, se logró evidenciar que efectivamente el señor García Puerta hizo uso de este mecanismo constitucional en pretérita ocasión, específicamente ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito, en relación con la pretensión de que en la Cárcel en la que se encuentra recluido se le permita acceder a los equipos de cómputo para visualizar a los registros digitales relacionados con su proceso penal. 
Así las cosas, es claro que estamos en presencia del mismo debate que se había surtido ante otro Despacho judicial, en lo concerniente a la pretensión consignada en el # segundo del libelo petitorio, razón suficiente para que la Sala no se ocupe de realizar ningún tipo de estudio con respecto a tal solicitud, dado que no se avizora ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto, lo que nos lleva a concluir que sí ha operado el fenómeno de la temeridad, lo que por obvias razones, acorde con lo consignado en el artículo 38 arriba citado, conlleva a que se niegue el amparo deprecado por el accionante en tal sentido. 
Por otro lado, en lo concerniente a la pretensión # 1 del accionante, enfocada a que la Fiscalía demandada le haga entrega de todo el material probatorio con el que cuenta, esta Colegiatura considera que tampoco es necesario ahondar mucho en ese tema, pues resultan válidos los argumentos que dan cuenta que por la voluminosidad del expediente de marras, sería desproporcionado poner a disposición del señor Johan Stiven dicha información en medio físico, máxime cuando no está dispuesto a sufragar el costo de las copias, y cuando de todos modos el mismo contenido fue puesto a disposición de su abogado defensor, y también a Él en calidad de Procesado por medio magnético. 

Por otro lado, con respecto a las quejas del libelista sobre la supuesta falta de defensa técnica planteado en el # 3 de las pretensiones, debe la Sala recordar que el derecho a la defensa hace parte del cúmulo de garantías que conforman el debido proceso, el cual, a voces del artículo 29 Constitucional, se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades. 
Respecto de esta figura en el proceso penal ha dicho la Corte Constitucional:
“Ahora bien, en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada. En este contexto, la sentencia T-039 de 1998, M.P. Antonio Barrera Carbonell señaló lo siguiente:

“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder punitivo del Estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan verse afectados.

“Las aludidas garantías configuran, conforme al art. 29 de la Constitución, los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa  (derecho a la asistencia de un abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las obtenidas con violación del debido proceso, y a impugnar la sentencia condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y  a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.”  (Subraya y negrilla fuera del texto original).

De esta manera, al desarrollar el derecho al debido proceso, buscó la Carta Política reforzar las garantías que conforman este concepto jurídico. Es por ello que a fin de controlar la capacidad punitiva del Estado la cual puede afectar la libertad personal, la presunción de inocencia y el buen nombre de las personas que se encuentren incriminadas en una actuación penal, dispuso que toda persona sindicada tiene derecho a la defensa, a la asistencia de un abogado para su asesoramiento en las diferentes etapas del proceso, a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, a la posibilidad de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

Así, se evidencia una íntima relación del derecho al debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo éste como el derecho que tiene toda persona dentro del ámbito de cualquier actuación judicial en su contra, a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, presentar pruebas, objetar las de la contra parte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. Esta garantía se hace aún más evidente en el procedimiento penal, donde la persona involucrada tiene que estar asistida en todo momento por un abogado, bien sea por uno elegido por él o por el que le sea designado por parte de la Defensoría Pública. 

“… En nuestro sistema procesal penal, la garantía sustancial del derecho a la defensa técnica se materializa, o bien con el nombramiento de un abogado por parte del sindicado (defensor de confianza), o bien mediante la asignación de un defensor de oficio nombrado por el Estado, de quienes se exige en todos los casos, en consideración a su habilidad para utilizar con propiedad los medios e instrumentos de defensa previamente instituidos, adelantar una actuación diligente y eficaz, dirigida asegurar no solo el respeto por las garantías del acusado, sino también a que las decisiones proferidas en el curso del proceso se encuentren ajustadas al derecho y a la justicia.”

Si aterrizamos los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, la Colegiatura puede afirmar que al accionante no le está siendo violentado su derecho fundamental a la defensa técnica, toda vez que las pruebas arrimadas a esta actuación revelan que el Estado, a través de la Defensoría, le ha asignado un abogado de oficio, quien es un profesional del derecho, preparado e idóneo para desempeñar tal labor, quien le ha acompañado y asesorado en cada una de las etapas del Proceso; sin embargo, es claro que tal Letrado no resulta ser una imposición para el señor Johan Stiven, dado que si es su deseo, claramente se encuentra en la posibilidad de designar uno de confianza para que lo represente en lo que sobrevendrá de la actuación.  

De este modo, surge con claridad que el accionante no puede en este punto endilgarle toda la responsabilidad a la administración de justicia bajo exigencias desproporcionadas o antojadas, conociendo que tiene a su alcance otros modos de solucionar sus inconformidades; en conclusión, se negará también lo pedido con respecto a la Defensoría del Pueblo. 
Por último, este Juez Colegiado considera que lo narrado por el accionante con respecto al rol de la Procuraduría que ha asistido a lo largo de la actuación penal, no refleja ningún tipo de actuación que deba sanearse o corregirse a través de este trámite constitucional, toda vez que dicha Agencia del Ministerio Público, como garante de los derechos de las partes e intervinientes y del respeto al debido proceso en la actuación, está habilitada para participar y conceptuar frente a los asuntos debatidos en el Proceso, sin que necesariamente sus opiniones en el mismo deban ser armónicas con los deseos del Procesado, de tal suerte que un concepto que vaya en contravía de aquellos, no puede prima facie tomarse como un desconocimiento de sus garantías. 
De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, y sin necesidad de realizar estudios adicionales, la solicitud de amparo constitucional reclamada se habrá de negar.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, y otros, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso SE ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-873 de 2013, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-1123 de 2003, M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis. 


� Corte Constitucional, sentencia T-068 de 2005, M.P.: Rodrigo Escobar Gil.
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